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Medellín, treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintitrés (2023) 

 

Procede el Tribunal  a decidi r el  recurso de apelación interpuesto por el  

apoderado de los ejecutados Arenko S.A. y Antonio Ricaurte Ríos Grajales ,  

frente a la decisión adoptada por el  juzgado de primer grado en providencia  

de 16 de noviembre de 2022, específ icamente lo relat ivo a la negativa de 

dos pruebas sol ici tadas por la parte recurrente .   

 

I .  ANTECEDENTES 
 

Se desprende del expediente que, a través del apoderado judicial  la 

sociedad Tres Lomas Ltda. Socia Gestora de la Sociedad Tres Lomas Ltda.  y 

CIA S.C.C.S.  instauró proceso ejecut ivo singular en contra de la sociedad 

Arenko S.A. y Antonio Ricaurte Ríos Grajales  para el pago de obl igaciones 

contenidas en varios pagarés (A rch ivo  d ig i ta l  04 .  Pr imera  Ins tanc ia ) .  

 

El conocimiento de la demanda le correspondió al Juzgado Doce Civi l  del  

Circuito de Oral idad de Medel l ín;  Despacho judicial  que el  día 27 de enero 

de 2022 l ibró mandamiento de pago y ordenó la not i f icación de los 

ejecutados (Arch ivo  d ig i ta l  12 .  Pr imera  Ins tanc ia ) .  

 

 



P á g i n a  2  d e  1 0  
M    C    O    P      R a d i ca d o  0 5 0 0 1  3 1  0 3  0 1 2  2 021  0 0 5 7 4  0 2  

Integrada la Li t is,  mediante providencia de l 16 de noviembre de 2022, la juez 

de primera instancia f i jó fecha para la audiencia inic ial  y ,  además, decidió 

sobre el decreto y la práct ica de pruebas,  proveído donde negó las pruebas 

de oficiar a la Notaria Diecisiete de Medellín ,  por cuanto const i tuye un 

deber de la parte y su apoderado  pedir di rectamente a la ent idad los 

documentos mediante derecho de pet ición y, previo al decreto de los 

dictámenes periciales sol ici tados, requirió a la parte ejecutada para que 

aclare lo que pretende (Arch ivo  d ig i t a l  12 .  Pr imera  Ins tanc ia) .  

 

Not i f icada la anterior decisión, el  apoderado de la sociedad Arenko S.A. y 

Antonio Ricaurte Ríos Grajales ,  indicó que con el  dictamen sobre la 

contabi l idad del ejecutado Antonio Ricaurte Ríos Grajales pretende respaldar  

la excepción de pago y controvert i r el  hecho primero de la demanda, para 

demostrar que el ejecutado no adeuda esos dineros, ni  los recibió porque no 

obran en su contabi l idad, lo que también soporta la excepción de 

inexistencia de contrato de mutuo; acerca del dictamen de avalúo del  

inmueble,  pretende demostrar que dicho inmueble  si rvió para cubri r  gran 

parte del valor,  lo que expuso en la excepción de pago, al  señalar que el 

mismo ocurrió con los dineros entregados  y con el inmueble.  

 

En el mismo memorial ,  formuló recurso de reposición y en  subsidio 

apelación, indicando que la prueba de of iciar a la Notaría Diecisiete de 

Medel l ín se pidió a raíz de lo establecido en la excepción de i legal idad o 

inept i tud de la copia esgrimida  como tí tu lo hipotecario , lo que sólo conoció 

con la demanda, no teniendo otra opción que sol ic i tarla  por intermedio del 

juzgado, debido a que el término para la formulación de las excepciones de 

fondo es inferior al  que se t iene para obtener una respuesta  a un derecho de 

pet ición (Arch ivo  d ig i t a l  53 .  Pr imera  Ins tanc ia) .  

 

El Juzgado resolvió  la reposición de la siguiente forma: en cuanto a la 

pet ición de of iciar a la Notaría, la negó porque era necesario  que la parte al  

contestar la demanda demostrara la  actuación real izada tendiente a obtener 

dicha información,  es deci r,  por lo menos  la radicación de la pet ición a la 

ent idad, lo cual  no se hizo; f rente al dictamen pericial  de contabi l idad,  no lo 

decretó toda vez que la contabi l idad del ejecutado puede no re f lejar la deuda 

objeto de la ejecución y por tanto no se encuentra idoneidad en la prueba 

sol ici tada frente a lo que se pretende probar . Y en cuanto al avalúo 

pretendido,  le concede el  término de veinte (20) días para aportar el  
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dictamen pericial .   Finalmente concede el recurso de apelación,  y le indica al  

recurrente que podrá agregar nuevos argumentos que sustenten el  recurso  

(Arch ivo  d ig i ta l  54 .  Pr imera  Ins tanc ia) .  

 

El apoderado de la parte ejecutada agregó como argumentos que la sol ici tud 

de of iciar se derivó de una si tuación absolutamente extraña y prevista 

solamente al momento de formularse las excepciones  y, sobre la prueba de 

dictamen pericial  de la contabi l idad del  ejecutado Antonio Ricaurte Ríos 

Grajales, di jo que negarla es una violación al derecho de defensa, en tanto 

es pert inente para demostrar las excepciones de pago e inexistencia d e 

contrato de mutuo formuladas (Arch ivo  d ig i ta l  54 .  Pr imera  Ins tanc ia) .  

 

I I .  CONSIDERACIONES  

 

1.  DERECHO A PROBAR Y PRINCIPIO DE NECESIDAD DE LA PRUEBA.  

Con el vigente ordenamiento Const i tucional procesal,  el  derecho a la prueba 

se ha erigido además de componente del debido proceso, en una garantía 

fundamental autónoma 1 para toda persona que ostente el carácter de parte o 

interviniente,  o que pretende serlo en un futu ro proceso. De conformidad con 

la Carta Polí t ica y la ley, dicha garantía consistente en la exigencia al Juez 

del aseguramiento, admisión, práct ica y valoración de la prueba propuesta 

con el f in de propender por la formación de la convicción de éste sobre la 

verdad de los hechos que son presupuesto del derecho o del interés material  

que se disputa 2.  

 

Sobre este específ ico derecho de raigambre procesal también ha precisado 

la más autorizada doctrina nacional 3:  

 

Así como existe  un derecho subjet ivo  de acc ión para in ic iar e l  proceso 
y obtener con él una sentencia,  lo mismo que un derecho de recurr ir  
que prolonga los efectos de aquel,  puede af irmarse que existe  un 
derecho subjet ivo de probar,  en el  proceso,  los hechos de los cuales 
se in tenta deducir  la pretensión formulada o la  excepción propuesta o  
la imputac ión o el  hecho eximente de responsabi l idad penal.  
 
Basta recordar la importancia  ext raord inar ia que la prueba t iene no 
sólo en e l proceso, s ino en el campo genera l del derecho (c fr.  núms. 1 -

                                                 
1 Cor te  Const i tuc iona l ,  Sen tenc ia  T -393 de 2004  
2 Ver  a l  respec to :  RUIZ  JARAMILLO,  Lu is  Bernardo .  El  derecho a  la  p rueba como un de recho 
fundamenta l .  En:  Rev is ta  Es tud ios  de Derecho ,  Facu l tad  de Derecho y  Cienc ias  Po l í t i cas  de la  
Un ivers idad de Ant ioqu ia :  Mede l l ín ,  Vo l .  64 ,  Nº  143,  (2007 )  págs .  182 -206 .   
3 DEVIS ECHANDÍA,  Hernando .  Tratado genera l  de  la  p r ueba jud i c ia l .  5ª  Ed ic ión ,  Bogotá :  
Temis ,  2006,  Tomo I ,  pág.  26  
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3),  para comprender que se tra ta de un indispensable complemento de 
los derechos mater ia les consagrados en la ley y de l derecho de 
defensa. En cuanto a l  demandado e imputado o procesado se ref iere  
es claro que s in el  derecho de probar no exis t i r ía audiencia bi latera l,  n i  
contradictor io efect ivo,  n i  se cumpl ir ía la exigencia const i tuciona l de 
oír lo y vencerlo para condenarlo;  en relación al  demandante, es 
igualmente indudable que sin  el  derecho a probar resultaría nugatorio  
el  e jercic io de la acción e i lusor io el  derecho ma teria l  les ionado, 
d iscut ido o insat isfecho.  

 

Ahora, de conformidad con el art ículo 164 del Código General del Proceso, 

toda decisión judicial  debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente 

al legadas al proceso. El referenciado imperat ivo normativo p rocesal es un 

desarrol lo posit ivo del decantado principio de necesidad de la prueba; sobre 

el cual también se ha enseñado:  

 
La prueba es necesariamente v i ta l  para la demostrac ión de los hechos 
en el proceso; sin  el la  la arbit rar iedad sería la que re inaría.  A l juez le  
está prohib ido basarse en su propia exper iencia para d ictar sentencia;  
esta le puede serv ir  para decretar pruebas de of ic io y,  entonces, su 
decis ión se basará en pruebas oportuna y legalmente recaudadas. Lo 
que no está en e l mundo del proceso, recaudado por los medios 
probator ios,  no ex iste  en el mundo para e l  juez. (arts.  174 C.P.C.  y  232 
C.P.P.).  
 
Ut i l izamos la pa labra necesidad como “ todo aquel lo a lo cual  es 
imposible  subst raerse,  fa l tar  o resist i r”  (art .  174 del C. de P.C.).  
 
Cuando hay necesidad, no hay l ibertad,  por tanto  no ex iste n inguna 
l ibertad para que el  funcionario  decida con base en pruebas o 
ci rcunstancias que no obren en e l proceso. Esta  necesidad t iene 
sustento en el derecho de cont radicción,  e l  cual  sería v io lado s i  la  
decis ión se tomara con base en pruebas no aportadas a l proceso, o en 
ideaciones o en conocimientos pr ivados de l juez. 4 

 

Resulta entonces totalmente consecuente y sistemático concluir que si  existe 

un imperat ivo de probar los hechos que se alegan por acción o excep ción,  

debe garant izarse la posibi l idad al dest inatario de cumpli r  efect ivamente 

dicha carga; de ahí la importancia del derecho subjet ivo a probar, en tanto 

es la prerrogativa que complementa el  principio de necesidad de la prueba, 

que es el que racional iza  y legit ima a la act ividad jurisdiccional.  

 

 

 

                                                 
4 PARRA QUIJANO,  Ja i r o .  Manual  de  de recho  proba tor io .  16ª  Ed ic ión ,  Bogo tá :  L ib rer ía  
Ed ic iones  de l  Pro fes iona l ,  2007,  págs.  73 -74.  
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2.  ADMISIÓN DE LA PRUEBA Y PROCEDENCIA DEL RECHAZO IN 

LÍMINE .  

El art ículo 168 del Código General del Proceso faculta al  juez para rechazar 

de plano, mediante providencia motivada, las pruebas i l íci tas, las 

notoriamente impert inentes, las inconducentes y las manif iestamente 

superf luas o inút i les; disposición normat iva que está seguida del  art ículo 

169, que en su parte inicial  dispone que “Las pruebas pueden ser decretadas 

a pet ición de parte o de of icio cuando sean útiles para la veri ficación de 

los hechos relacionados con las alegaciones de las partes”  (negri l la y 

resaltado intencional).  

 

En el Sistema Procesal Civi l  Colombiano rige el principio de l ibertad 

probatoria, consistente básicamente en la no l imitación legal de los medios 

probatorios admisibles, dejando al juez la cal i f icación de la relevancia 

probatoria del medio sol ici tado y, comprende, además, la denominada 

l ibertad de objeto, relacionada con la facultad de probar todo hecho que 

pueda inf lui r en la decisión.  

 

Dentro de las fases o etapas iniciales de la act ividad probatoria en el  

proceso,  se encuentra la relat iva a la admisión y ordenación de la prueba, 

sobre la cual  se ha dicho que corresponde exclusivamente al Juez o 

Magist rado de la causa y que comprende bajo el concepto de decreto, tanto 

la admisión propiamente dicha del medio de convicción, como su ordenación 

y práct ica.  Así,  la admisión de la prueba “es el acto por el  cual el  Juez 

accede a que un medio de prueba determinado sea considerado como 

elemento de convicción en ese proceso y ordene agregarlo o pract icarlo, 

según el caso”. 5 

 

Atendiendo lo expuesto, es claro que no toda prueba rogada por las partes 

debe ser admit ida por el  Juez, sino que al funcionario competente le asiste 

la facultad-deber de desest imar las sol ic i tudes probatorias que no cumplan 

con los requisi tos int rínsecos y extrínsecos de la prueba;  aludiendo los 

primeros a los cri terios de conducencia, ut i l idad, pert inencia, legal idad y 

formalidad adecuada, y los segundos a razones de oportunidad, legit imación 

y competencia.  

                                                 
5 DEVIS ECHANDÍA,  Ob .  C i t ,  pág.  268  
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La Corte Suprema de Just icia ha sostenido 6 que la procedencia de la prueba 

se encuentra vinculada a las exigencias de conducencia,  pert inencia, 

racional idad y ut i l idad, def iniendo dichos conceptos de la siguiente ma nera:  

 

La conducencia “supone que la práct ica de la prueba sol ic i tada es 
permit ida por la ley como elemento demostra t ivo de la materia l idad de 
la conducta invest igada o la responsabi l idad del procesado”.  
 
La pert inencia “apunta no únicamente a su relación con el ob jeto de 
invest igac ión y debate, s ino a  que resulte apta y apropiada para 
demostrar un tóp ico de interés al  t rámite”.   
 
La raciona l idad del medio probator io “ t iene que ver con la v iabi l idad 
real de su práct ica dentro de las ci rcunstancias materia le s que 
demanda su real izac ión”.  
 
Y la ut i l idad de la prueba “se ref iere a su aporte concreto en punto del 
objeto de la invest igación,  en oposic ión a lo  superf luo e 
intrascendente”.  

 

Así las cosas, el  rechazo de plano o inadmisión de los medios de convicción  

rogados por las partes procesales debe estar soportado en una estricta y 

motivada ausencia de los requisi tos aludidos, so pena de generar seria 

afectación al derecho a probar.  

 

3. CASO CONCRETO 

De conformidad con el recuento efectuado en precedencia,  para  el caso 

concreto, el  objeto de discusión está ci rcunscri to a determinar si  era 

procedente que el juzgado de primera instancia negara las dos sol ici tudes 

probatorias, ya reseñadas,  de la parte demandada, decisión que es apelable 

de conformidad con lo estab lecido en numeral 3 del art ículo 321 del C.G.P. 

norma que dispone, dentro de los autos susceptibles de alzada, “3. El que 

niegue el decreto o la práct ica de pruebas” .  

 

En la contestación de la demanda, especí f icamente en el acápi te de pruebas, 

el  apoderado de la parte ahora recurrente, sol ici tó que se decrete dictamen 

pericial  a la contabi l idad al ejecutado Antonio Ricaurte Ríos Grajales, con lo  

cual pretende demostrar si  en efecto recibió de la ejecutante Tres Lomas 

Ltda Socia Gestora de la Sociedad Tres Lomas Ltda y CIA S.C.C.S.  la suma 

de $4.500.000.000 a t í tulo de mutuo  y, en caso af i rmativo, se indique 

cuándo, si  ha hecho abonos a capital ,  si  ha pagado intereses,  y todo lo que 

                                                 
6 Sa la  de  Casac ión  Pena l ,  Autos  de l  17  de  marzo  de 2004  y  22  de abr i l  de  2009 ,  Rad icados  
22.953 y  27539,  respect ivamen te   
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tenga que ver con tal  operación ; además, sol ici tó prueba por informe, 

ordenando a la Notaria Diecisiete  de Medel l ín  para que cert i f ique con 

relación a la Escri tura Públ ica 2.534 del  27 de sept iembre de 2018 , si  se 

adelantaron t rámites  para la obtención de copias autént icas y con mérito 

ejecut ivo, respecto de la hipoteca que el la cont iene por motivo de pérdida o 

destrucción de una o unas anteriores a la sépt ima que se está presentando 

con mérito ejecut ivo en este proceso, en caso af i rmativo, se indique cuántas 

veces ocurrió, a sol ici tud de  quién, qué pruebas se presentaron para 

acreditar la pérdida o destrucción, expidiendo además copia de todos los 

documentos de dichos t rámites (A rch ivo  d ig i t a l  04 .  P r imera  Ins tanc ia) .  

 

En los anteriores términos formuladas las sol ici tudes probatorias fueron 

denegadas por el  juzgado de primera instanc ia, con los fundamentos que ya 

se reseñaron.  

 

Teniendo en cuenta que son varias las sol ici tudes probatorias denegadas y 

varios los argumentos que el juzgado expuso para el lo, se estudiará de 

forma separada cada una, con el f in de establecer si  le asist ió razón al 

juzgado en la negativa o si  resultaba procedente su decreto  como aduce el 

apoderado de la parte ejecutada recurrente .  

 

1.  En cuanto al dictamen pericial  a  la contabi l idad del  ejecutado Antonio 

Ricaurte Ríos Grajales , con el  cual,  según se desprende de la contestación 

de la demanda y del  mismo escri to del recurso , la parte recurrente pretende 

acreditar la excepción de pago y controvert i r el  hecho primero de la 

demanda, para demostrar que el ejecutado no adeuda esos dineros a t í tulo 

de mutuo; se comparte la decisión de la juez de primer grado, en tanto ,  

evidente resulta que dicha prueba no es idónea  ni út i l  para demostrar lo 

pretendido, porque más al lá de las razones señaladas por la a quo ,  si  el  

ejecutado deseaba que se revise su contabi l idad para establecer si  anotó al l í  

o no la recepción del dinero a t í tulo de mutuo y si  real izó pagos,  

perfectamente pudo al legar al  proceso los documentos que comprenden la 

contabi l idad de éste para que sean anal izados por la juez,  s in necesidad de 

que se deba acudir a un dictamen pericial  que impl ica demora del proceso y 

gastos adicionales innecesarios.  

 



P á g i n a  8  d e  1 0  
M    C    O    P      R a d i ca d o  0 5 0 0 1  3 1  0 3  0 1 2  2 021  0 0 5 7 4  0 2  

Es que la prueba pericial  está establecida para eventos en que “ se requieran 

conocimientos especial izados, es deci r,  de aquel los que escapan a la cultura 

de las gentes, puede y debe recurri rse a quienes, por sus estudios, 

experiencia, etcétera, los posean…” 7 y en este caso lo pretendido por el  

recurrente es simplemente que un peri to describa el contenido de la 

contabi l idad de su representado, lo que se insiste es inne cesario y, para 

cuyo efecto bastaba con aportar los documentos que contienen la 

contabi l idad aducida.   

 

2.  En lo at inente a la prueba de of iciar para un informe, debe indicarse que 

la misma está regulada en el art ículo  275 del Código General del Proceso, 

norma que dispone en lo pert inente:  

 

“A pet ic ión de parte o de of ic io el  juez podrá so l ic i tar in formes a 
ent idades públ icas o privadas, o a sus representantes, o a cua lquier  
persona sobre hechos,  actuaciones, c i f ras o demás datos que resul ten 
de los arch ivos o reg istros de quien r inde el informe, sa lvo los casos 
de reserva legal .  Ta les informes se entenderán rendidos bajo  la 
gravedad de l juramento por el  representante,  func ionar io o  persona 
responsable del mismo.  
 
Las partes o sus apoderados, un i lateralmente  o de común acuerdo, 
pueden sol ic i tar  ante  cualqu ier  ent idad públ ica o pr ivada copias de 
documentos,  informes o actuaciones admin is trat ivas o  jur isdicciona les,  
no sujetas a reserva legal,  expresando que t ienen como objeto serv i r  
de prueba en un proceso jud icia l  en curso, o  por in ic iarse. ” 

 

La anterior norma no puede ser leída de forma aislada y es necesario 

concordarla con el  art ículo 173 ibídem, que regula las oportunidades 

probatorias y dispone:  

 

“Para que sean aprec iadas por el  juez las pruebas deberán s o l ic i tarse,  
pract icarse e  incorporarse al  proceso dentro de los términos y 
oportunidades señalados para e l lo en este código.  
 
En la prov idencia que resuelva sobre las sol ic i tudes de pruebas 
formuladas por las partes,  e l  juez deberá pronunciarse expresament e 
sobre la admis ión de los documentos y  demás pruebas que estas hayan 
aportado. El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las 
pruebas que,  directamente o por medio de derecho de petic ión, 
hubiera podido conseguir la parte que las solicite,  salvo cuand o la 
petición no hubiese sido atendida, lo que deberá acreditarse 
sumariamente .  (…) (Negri l la fuera del  texto orig inal ).  

 

                                                 
7 PARRA QUIJANO.  Ob.  C i t .  pág.  585 .  
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La lectura y anál isis de las anteriores normas permite conclui r que, aunque 

las partes pueden sol ici tar al  juez que of icie requiriendo informes de 

ent idades públ icas o privadas, sobre “hechos, actuaciones, c i fras o demás 

datos que resulten de los archivos o regist ros de quien rinde el informe” ,  

cuando dicha información pudo ser obtenida por la misma parte mediante 

ejercicio de derecho de  pet ición y, así no se hizo, el  juez debe abstenerse de 

decretarla.  

 

En este caso respecto de la sol ici tud de informe por parte d e la Notaría 

Diecisiete de Medel l ín , evidente resulta que tal  cert i f icación con relación a la 

Escri tura Públ ica 2.534 del 27 de sept iembre de 2018, pudo ser obtenida o 

por lo menos, intentar obtenerla,  mediante el  ejercicio de derecho de 

pet ición, por lo cual ,  ante la fal ta de acreditación de que así se hubiere 

hecho, imperioso resultaba la negativa de la prueba.  

 

El recurrente arguye que como la prueba ref iere al t í tulo hipotecario que sólo 

conoció con el  t raslado de la demanda, no tuvo oportunidad de sol ici tarla de 

forma di recta, siendo necesario acudir para el lo a la juez que conoce el 

proceso, pero es que lo que se reprocha en  este evento no es que el 

sol ici tante no hubiese obtenido efect ivamente la información,  sino que  en el 

término de t raslado de la demanda ni  siquiera hubiese intentado hacerlo,  

para cuyo efecto bastaba acreditar la mera radicación de la pet ici ón.  Nótese 

173 del C.G.P. ci tado en precedencia , señala que el  juez sí  puede of iciar 

para obtener información que el interesado no logró conseguir  mediante 

derecho de pet ición “cuando la pet ición no hubiese sido atendida, lo que 

deberá acreditarse sumariamente” ,  lo que impl ica que el interesado debe 

siempre  presentar la pet ición fuera del proceso, acreditar el lo al  juez 

sumariamente y manifestar o demostrar que la misma no fue atendida, no 

siendo adecuado que se l imite a sol ici tar le al  juez que of icie pidiendo la 

información que el mismo pudo reclamar , sino que debía probar que intentó 

sol ici tar la información y que la pet ición no fue atendida,  bien por el  corto 

t iempo de presentación o por otro motivo, lo que  se reitera, no hizo.  

 

Los anteriores argumentos sin necesida d de mayores elucubraciones son 

suf icientes para mantener y conf i rmar la decisión recurrida en alzada.  



P á g i n a  1 0  d e  1 0  
M    C    O    P      R a d i ca d o  0 5 0 0 1  3 1  0 3  0 1 2  2 021  0 0 5 7 4  0 2  

4. COSTAS. 

 

No obstante,  la resolución de la instancia ser negativa para la parte 

recurrente, no habrá lugar a imponer condena en costas, toda vez que n o se 

causaron. Lo anterior atendiendo la regla 8 del art ículo 365 del Código 

General del Proceso.   

 

Por lo expuesto, la suscrita Magistrada Sustanciadora de la Sala Civil  del  

Tribunal Superior de Medellín,  

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO. CONFIRMAR la decisión adoptada en providencia de 16 de 

noviembre de 2022 y 2 de diciembre de 2022, mediante la cual  el  Juzgado 

Doce Civi l  del  Circui to de Medel l ín  negó las pruebas de of iciar a la Notarí a 

Diecisiete de Medel l ín y el  decreto de dictamen peric ial  de contabi l idad , 

sol ici tadas por el  apoderado de los ejecutados la sociedad Arenko S.A.  y 

Antonio Ricaurte Ríos Grajales.  

 

SEGUNDO.  ABSTENERSE de imponer condena en costas.  

 

TERCERO.  En f i rme esta providencia DEVUÉLVASE el expediente digi tal  al  

juzgado de origen.  

 

NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE 

 
 (Fi rma escaneada conforme al art ículo 105 del C.G.P. en concordancia con 

la Ley 2213 de 2022)  
 


